Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara de la Construcción) 


La Comisión da la bienvenida a los integrantes de la Cámara de la Construcción, a quienes 
queremos advertir que disponemos de poco tiempo, porque el Senado va a sesionar más temprano, en un 
horario que no es el habitual. La idea es recibir a las distintas organizaciones de la sociedad que tienen que 
ver con este proyecto de ley, porque es un tema complejo y queremos tener los distintos puntos de vista 
para poder trabajar el texto de la mejor manera posible. 


Con mucho gusto, les cedemos la palabra. 


SEÑOR AMARILLO.- La Cámara de la Construcción ha realizado una cantidad de reuniones con el 
Ministerio para estudiar este tema. Hasta último momento se realizaron consultas a los técnicos de la 
Cámara, pero en realidad recién pudimos hacer ciertos ajustes cuando se elaboró el texto definitivo. Es así 
que nos quedan para aclarar cuatro o cinco puntos y queremos hacer un planteo -eso no significa que 
tengamos divergencias- sobre otros dos aspectos. Con el resto del proyecto de ley, en general estamos de 
acuerdo y pensamos que se trata de una iniciativa muy importante que hace tiempo que se tendría que 
haber elaborado. 


En cuanto a los Instrumentos Especiales que figuran en el Capítulo IV, queremos decir lo 
siguiente. Hay cuatro puntos sobre los que conversamos con el arquitecto Villarmarzo y pensamos que -por 
supuesto, si los señores Senadores están de acuerdo- convendría que estuvieran aclarados. Cuando se 
habla de los Programas de Actuación Integrada, es decir, programas que van a tener intervención en 
determinado lugar del territorio nacional, la conformidad de la mayoría de los propietarios se solicita 
solamente en aquellos que son privados. Nosotros planteamos que se tenga la conformidad de la mayoría 
de los propietarios del suelo tanto para los planes de acción pública como para aquellos de acción privada. 
Por supuesto, en caso de que hubiera desacuerdo con alguno de los habitantes, se debería plantear la 
expropiación que figura en el artículo 65 de la iniciativa. Reitero que hemos considerado este asunto con el 
arquitecto Villarmarzo y pienso que no va a haber inconvenientes en aclarar este punto. 


A continuación, pasaríamos a comentar el artículo 39, que refiere a los “Deberes generales 
relativos a la propiedad inmueble.” Queremos hacer una aclaración sobre los numerales 1 y 5 referentes al 
deber de usar y de edificar, respectivamente. De acuerdo con lo conversado con el arquitecto Villarmarzo, 
pensamos que en estos casos no va a haber inconvenientes; siempre que se incluyan en un Programa de 
Actuación Integrada -PAI- en forma voluntaria, no habría ningún problema en que esto funcionara de esta 
forma. En caso de que no fuera voluntario, se debería realizar la expropiación. Por ejemplo, si una persona 
tiene un terreno o una casa y se plantea un plan, tiene el deber de usar o de edificar. Pero si la persona no 
puede edificar, lo que se debe plantear -y ello no está claro en el artículo- es la expropiación voluntaria. Es 
decir que, en estos dos puntos, si se tienen en cuenta esas aclaraciones, no tendríamos ningún 
inconveniente. 


En cuanto al deber de transferir gratuitamente, debemos decir lo siguiente. Creemos que, así 
como está contemplado, sería un gravamen un poco desmedido con respecto al derecho de propiedad. 
Pero ya nos aclaró el arquitecto Villarmarzo -y por eso habría que dejarlo establecido en el proyecto de ley- 
que esto sólo se aplicaría a las calles y los espacios públicos; me refiero al porcentaje que se destina a 
estos espacios en los fraccionamientos. En la actualidad, eso ya funciona así. Entonces, reitero, aclarando 
que sólo se trata de esta clase de espacios, no habría problemas. 


Hasta ahora, creo que todo pasa por llegar a un acuerdo. 


El numeral 7 del artículo 39 refiere al deber de cuidar. Ahí tenemos el problema de la contrapartida 
del Estado. La persona tiene un terreno en una zona suburbana y lo cerca, pero a los pocos días alguien le 
saca el alambrado. El dueño va a hacer la denuncia a la Policía y lo vuelve a cercar; eso puede pasar 
varias veces. Esto demuestra que es bastante complicado poder cuidar si no hay una contrapartida de 
parte del Estado. Todo esto es muy difícil, porque tampoco podemos poner a la Policía a cuidar los terrenos 
de la gente. Ese es un tema que de repente podría mejorarse aumentando el plazo para la solicitud de 
desalojo, que hoy es de 24 horas. Tal vez cambiando eso, la situación podría mejorar. Y no estamos 
hablando de 15 hectáreas ni nada por el estilo, sino por ejemplo, de un emigrante que se va a trabajar y 


que a los 5 días de haberse ido, alguien se queda con su terreno y no lo puede sacar. La Cámara de la 
Construcción cree que ese plazo de 24 horas es muy exiguo y que realmente debería ser modificado. 


SEÑOR RÍOS.- El tema de las 24 horas puede ser importante, pero pregunto si no les parece que 
deberíamos precisar más los casos de la diligencia media que tiene el propietario al cuidar su predio, con 
independencia del resultado. Esto puede atemperar la responsabilidad que le puede caber cuando cuide 
su propiedad. La persona puede cuidar el bien con la diligencia de un buen padre de familia -como dice el 
Código- pero no puede asegurar que no se lo ocupen. Debe tener una diligencia media y por eso creo que 
bastaría con que el propietario no tuviera una obligación de resultado, sino de medio a la hora de cuidar su 
bien como un buen vecino. Menciono este punto a modo de sugerencia, para que lo puedan analizar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay un problema que, seguramente, ustedes deben tener tan claro como 
nosotros. No se trata de que las leyes resuelvan todo, mucho menos los proyectos, pero nosotros tenemos 
que incluir algo relativo a la ocupación irracional. Algunos asentamientos se han ubicado en lugares 
impropios hasta para las personas y tenemos la experiencia de que una vez concretado, después el 
problema se vuelve mucho más penoso. Por supuesto que no hay normas mágicas, pero aun cuando lo 
preventivo puede parecer exagerado, hay que llevarlo adelante. 


SEÑOR AMARILLO.- Pienso que deberíamos aumentar el plazo para la solicitud de desalojo. Cuando la 
persona recién se afinca, tendrá poca cosa y será más fácil sacarla; después de las veinticuatro horas ya 
hay que realizar todo un trámite judicial, por lo que pienso que debería existir una contrapartida del Estado. 


SEÑOR RÍOS.- Comparto esto de igual modo que lo que se había dicho antes. Me parece que las 
obligaciones deben tener un límite posible de realizar, de lo contrario, estamos creando normas que no 
vamos a cumplir. Estimo que no se puede proteger un terreno de una posible inversión; el propietario tiene 
las obligaciones de un ciudadano medio, si después ve que hay problemas y los denuncia, se delimitarán 
las responsabilidades. También se pueden instrumentar las veinticuatro horas para el desalojo, pero me 
parece que tiene que ser algo concomitante porque, de lo contrario, nunca termina la obligación y no hace 
al concepto filosófico que tiene el artículo. 


SEÑOR AMARILLO.- Como se ha visto, en general estamos de acuerdo con todo el marco de la ley. En 
realidad nos interesan estas aclaraciones y nos parece importante que se hagan, porque algunas podrían 
afectar el derecho de propiedad, por ejemplo, cuando hablamos del deber de usar, de edificar, etcétera. No 
debemos pensar en una persona de muchos recursos, sino en alguien que tenga una casita y a quien se le 
dice que tiene que edificar determinada cosa. Los señores Senadores lo sabrán mejor que yo. 


En definitiva estaría claro que nos referimos a la contrapartida del Estado y al aumento del plazo 
para la solicitud de desalojo. 


Me gustaría referirme ahora a las facultades y obligaciones territoriales particulares de las que 
habla el artículo 40. En realidad, nos remitimos solamente a los artículos 42 y 43, en los que debería 
hacerse la misma aclaración. El artículo 42 habla de las facultades de la propiedad del inmueble y el 43 
refiere a las obligaciones de la propiedad del inmueble. Este es el mismo caso; si la inclusión de la persona 
es voluntaria en el plan o en el programa de actuación integrada, que puede ser público o privado, no 
habría problema. En caso contrario, por supuesto que tiene derecho a la expropiación y eso es así, pero 
sucede que no queda claro, por eso estimo que habría que aclararlo. 


En el caso del último artículo, el número 67, que habla de la prescripción adquisitiva, creo que sí 
podríamos llegar a tener alguna discrepancia, porque allí se plantea un plazo muy exiguo de cinco años. 
Por ejemplo, pensemos en una persona que se va en busca de trabajo para lograr una mejor posición, 
etcétera y al volver, a los cinco años y un mes, ya no dispone de su terreno, donde iba a construir una 
casa. En realidad se quedaron con su terreno y no sólo están afincados, sino que ya hicieron todo el 
procedimiento. En ese sentido queremos proponer un plazo que podría ser de diez años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo mismo nos ha dicho la gente de la Cámara del Bien Raíz... 


SEÑOR AMARILLO.- Aclaro que no nos hemos puesto de acuerdo. ¿Solicitaron el mismo plazo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El mismo plazo. Es bueno conocer estas inquietudes desde distintos ángulos. 


SEÑOR AMARILLO.- Como último comentario podríamos referirnos al tema de las expropiaciones que 
está en el artículo 65, donde estamos de acuerdo en el planteo. El tema estaría en la reglamentación, en 
cómo es el pago, en fin, ese tipo de cosas que pueden afectar, porque a veces se plantean pagos diferidos, 
etcétera. 


SEÑOR RÍOS.- Creo que cada vez que hablemos de expropiación tenemos que hacer referencia al 
procedimiento que establece el Código de Procedimiento Civil -valga la redundancia- que es donde consta 
el proceso de toma urgente de posesión y el de pago o de contradictorio, cuando no hay acuerdo en el 
monto. Este es un proyecto de ley que traerá una gran renovación y creemos que podría ser bueno que 
entre ciertos institutos jurídicos que queremos manejar se mencione entre paréntesis que regirá lo 
establecido por las disposiciones. Creo que si las mencionamos se ayudará a la interpretación global, 
porque refiere a la expropiación y a un principio de excepción que altera la propiedad privada. Sería bueno 
que esto se estableciera, porque se estaría desmitificando una serie de cosas y se aclaran una cantidad de 
situaciones. Hay que tener en cuenta que está el acuerdo, la toma urgente y otras modalidades que 
pueden ser contradictorias cuando no hay un acuerdo en relación al precio. Por lo tanto, creo que eso se 
tiene que mantener. Hemos estado tratando este tema para determinar qué es lo que rige en la materia 
expropiatoria; no tanto en lo vinculado al momento en que se toma la decisión, sino en las consecuencias 
que ello genera. En ese sentido, se pueden traer aquí las normas del Código Civil y de procedimiento que 
se aplican. Por otro lado, tenemos que analizar cuándo se toma la decisión por lo que habría dos planos 
diferentes en torno a este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esta ley va a ser reglamentada en acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el 
Congreso de Intendentes, porque esa conjunción del Gobierno nacional con los gobiernos locales es 
necesaria, puesto que la norma opera sobre el territorio. Entonces, creo que en la reglamentación se van a 
terminar de ajustar ciertos aspectos que pueden parecer no muy claros. 


SEÑOR AMARILLO.- Este proyecto de ley abarca un tema muy vasto y a la Cámara de la Construcción le 
parece muy oportuna la independencia que se da a las Intendencias Municipales para poder actuar en lo 
relativo al uso del suelo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si bien pretendemos ser respetuosos de la autonomía departamental, también 
debemos tener en cuenta que existen regiones que se vinculan o pueblos que se sitúan sobre dos 
departamentos diferentes. Entonces, la política de integraciones regionales es muy importante y también lo 
es que los gobiernos departamentales puedan integrarse y considerar una zona en común, puesto que en 
definitiva se trata de un solo país. Esto también sucede con los departamentos fronterizos, los que 
presentan problemáticas muy peculiares. En esos casos, les estamos dando un instrumento para que los 
Gobiernos Departamentales tengan un campo de acción. En realidad, lo que se busca es obligar al 
gobierno departamental a que planifique. 


SEÑOR RÍOS.- También tenemos que tener en cuenta que no se trata de que no contemos con ningún tipo 
de legislación al respecto, ni de tener una completamente perfecta. Aquí estamos dando un marco 
normativo vivo que luego sufrirá mutaciones sociales y constructivas. Detrás de estas vendrán las legales, 
porque de lo contrario reinaría la anarquía. Por supuesto que con este proyecto de ley no vamos a eliminar 
todas las anarquías, pero sí se podrán conducir en un tiempo casi real los cambios que se vayan 
produciendo. Hay que tener en cuenta que la sociedad de hoy no es la misma que la de hace veinte años y 
eso el arquitecto seguramente lo tiene claro. Por lo tanto, éste es el inicio de un camino a recorrer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros concebimos esto como un sistema y más adelante vendrá, por 
ejemplo, una propuesta de normativa para el tratamiento específico de las costas, puesto que es una parte 
del territorio que tiene sus peculiaridades. Entonces, esto no es más que un escalón y no lo concebimos 
como algo cerrado y se orienta en la misma dirección que la ley de medio ambiente que dejó un marco con 
el que se podrá trabajar mucho más. 


SEÑOR AMARILLO.- Reitero que el tema es tan vasto que seguramente es muy difícil resolverlo en un 
solo proyecto de ley. Quiero aclarar que hemos planteado pocas inquietudes o comentarios, no porque no 
hayamos estudiado el tema -lo hicimos y mucho, con el asesoramiento del personal jurídico de la Cámara- 
sino porque en general coincidimos con la propuesta, salvo en los dos puntos que planteamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la Cámara de la Construcción y frente a alguna 
duda que tengamos, los convocaremos nuevamente. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de la Construcción) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


